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En el Informe Jurídico se analiza un proceso civil de Mejor Derecho de Propiedad, 

que se inició con la demanda presentada por el señor Gustavo Adolfo Aquiles Meza 

Meza Meza en contra de los hermanos Cristóbal Sebastián y María Asunta Cerpa 

Delgado. El demandante solicitó se le declare el mejor derecho del recurrente sobre 

el terreno rústico denominado Medio Topo Las tiras, ubicado en Pampa de 

Camarones, Distrito de Sachaca, Provincia y Departamento de Arequipa, por 

cuanto los demandados se habían apropiado de forma sistemática de su propiedad, 

razón por la cual interpuso, en su oportunidad, un proceso de reivindicación por el 

cual se estableció que el proceso idóneo para dilucidar la Litis era uno de mejor 

derecho de propiedad y no un proceso de reivindicación. Asimismo, el demandante 

afirma que los demandados carecen de título alguno que sustente la propiedad que 

decían tener. Por su parte, los demandados manifestaron que no era cierto que se 

hayan estado apropiando sistemáticamente de la propiedad del demandante, que 

ellos eran dueños del predio rústico colindante denominado La Dávila, ubicado en 

anexo de Pampa de Camarones, predio que les fue heredado por su tío Ceferino 

Delgado Valencia mediante testamento en 1992, el cual a su vez Ceferino Delgado 

la adquirió de Antonio y Lucas Bernal, hijos de Pascuala Valencia de Bernal en 

1953. Afirmaron también que no existía pluralidad de propietarios en su parcela ni 

documento alguno que diere lugar al mejor derecho de propiedad alegado por el 

demandante. Mediante escritura pública de compraventa, la codemandada, María 

Asunta Cerpa Delgado transfiere el 50% de sus derechos hereditarios a favor de su 

hermano, el codemandado Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado, quedando, así 

como propietario exclusivo del medio topo denominado La Dávila. El expediente 

analizado contiene materias jurídicas relevantes, tales como: propiedad, derechos 

hereditarios, sucesión procesal, la prueba en el proceso civil, valoración de las 

pruebas, el recurso de casación, entre otros. El Cuarto Juzgado Civil de Arequipa 

resolvió declarar Infundada la demanda. La Segunda Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Arequipa, revocó la sentencia de primera instancia y reformándola, 

la declaró fundada. El demandante interpuso Recurso de Casación alegando 

infracción al Principio de Congruencia y la infracción normativa del Artículo 139° 

numerales 3 y 5 de la Constitución Política del Perú. La Sala Civil Permanente de 

la Corte Suprema de Justicia declaró infundado el Recurso de Casación, en 

consecuencia, no casaron la sentencia de vista. 
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RELACION DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS 

POR LAS PARTES INTERVINIENTES 
 

De la parte demandante:  

Con escrito de fecha 04 de mayo de 2011, GUSTAVO ADOLFO AQUILES MEZA MEZA 

interpuso DEMANDA DE MEJOR DERECHO DE PROPIEDAD contra CRISTÓBAL 

SEBASTIAN CERPA DELGADO y MARÍA ASUNTA CERPA DELGADO. 

Petitorio: 

El demandante solicitó que se declare el mejor derecho del recurrente sobre el terreno rústico 

denominado Medio Topo Las Tiras, ubicado en Pampa de Camarones del Distrito de Sachaca, 

Provincia y Departamento de Arequipa, con un área de 0.1742 m2, con catastro N° 20615, con 

expresa condena de costos y costas del proceso. 

En forma acumulativa originaria accesoria solicitó la entrega de la parte de su propiedad sobre 

la que tenía mejor derecho y que los demandados ocupaban indebidamente. 

Fundamentos de hecho de la demanda: 

El demandante manifestó que era propietario del terreno rústico denominado Medio Topo Las 

Tiras, ubicado en Pampa Camarones del Distrito de Sachaca, Provincia y Departamento de 

Arequipa, con un área de 0.1742 m2, con catastro N° 20615 y que los demandados se habían 

apropiado de forma sistemática de su propiedad razón por la cual interpuso en su oportunidad 

un proceso de reivindicación ante el Juzgado Civil del Módulo de Justicia de Hunter - Arequipa, 

seguido en el Expediente N° 2006-117  (Causa N° 5084-2009-0-0401-SP-CI-02, 2010), por el 

cual mediante sentencia de vista que había quedado consentida, se estableció que el proceso 

idóneo para dilucidar la litis era uno de mejor derecho de propiedad y no uno de reivindicación 

de propiedad, motivo por el cual interpone la demanda puesta a conocimiento. 

Que, los demandados carecían de título alguno que sustente la propiedad que decían tener, 

mientras que en su condición de demandante si contaba con todos los documentos necesarios 

para acreditar su derecho de propiedad. 

Fundamentos de derecho de la demanda: 

Se observa que no invoca ninguna norma articulada, sin embargo, cita el derecho de acción y 

el ejercicio de tutela jurisdiccional efectiva, sin hacer mención alguna a las normativas 

relacionadas con el derecho de propiedad o al del planteamiento de mejor derecho de propiedad 

que supuestamente ostenta. 

Medios probatorios de la demanda: 

En los medios probatorios hace una mención de cada uno de los documentos aportados, sin 

expresar cual es la finalidad de dichos documentos, señala entre los documentos esenciales de 

la demanda los siguientes: 

 El Expediente N° 2006-117, seguido por ante el Juzgado Civil de Hunter sobre 

Reivindicación por el recurrente contra los demandados, que acredita la constancia emitida 

por el juzgado y lo expuesto en la nueva demanda interpuesta. 
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 Exhibición que debía efectuar el PETT sobre los documentos en trámite que no pudo haber 

presentado el demandado ante dicha entidad (se entiende que esta referido al PETT – 

Programa Especial de Titulación de Tierras) 

 Fotografías en número 05; Promesa de venta en copia certificada; Hijuela de particiones; 

Sentencia de particiones en copia certificada; Laudo de particiones; Compraventa a su favor 

por escritura pública; Testimonio rectificatorio de compraventa; Modificación por 

rectificación de compraventa; Plano perimétrico y de ubicación; Pago de impuesto predial; 

Pagos a comisión de regantes en número de 05; Constancia emitida por la junta de usuarios 

del distrito de riego Chili; Testimonio de compraventa; Peritaje que obraba en el Expediente 

N° 2006-117, sobre reivindicación. 

 

De la parte demandada: 
Con escrito de fecha 02 de septiembre de 2011, CRISTOBAL SEBASTIÁN CERPA 

DELGADO y MARÍA ASUNTA CERPA DELGADO se apersonaron al proceso pidiendo 

que se les incluya como parte procesal y CONTESTARON la demanda (lo hicieron de forma 

conjunta), solicitando que la misma sea declarada improcedente o en su caso se declare 

infundada por ser insustentable y carente de amparo legal. 

Fundamentos de hecho de la contestación de la demanda: 

1. Manifestaron que era falso que el predio rústico Las Tiras de Pampa de Camarones-

Sachaca se encuentre catastrado con el Nº 20615, teniendo más bien como unidad catastral 

el U.C. Nº 39321; presentando como acreditación el certificado catastral respectivo 

expedido por el Ministerio de Agricultura, señalando que no les consta si serán o no 

propietario del predio rústico de medio topo Las Tiras. 

2. Señalan que es falso que hayan venido apropiándose sistemáticamente del predio materia 

litis, siendo el caso que el accionante no precisa la extensión superficial exacta de dicha 

parte del predio supuestamente apropiados, como tampoco precisa su ubicación, ni 

establece cual es el área total del predio matriz. 

3. Indican los demandados que es falso que el Juez de la localidad de Hunter – Arequipa haya 

inducido, ordenado o dispuesto que el autor deba formular acción de mejor derecho de 

propiedad, señalando que lo acreditan con la propia sentencia propuesta por el demandante 

en el proceso seguido ante el Juzgado Mixto de Hunter (Expediente N° 2006-117) y donde 

la demanda del accionante fue declarada improcedente. 

4. Que, los demandados señalan que tienen los instrumentos públicos que acreditan su 

derecho de propiedad respecto del predio rústico La Dávila, que tenía media topo de área, 

ubicado en anexo de Pampa de Camarones. Señalan la siguiente secuencia cronológica 

documental para acreditar su defensa: 

 Que, el predio materia litis les fue heredado por su tío Ceferino Delgado Valencia 

mediante testamento de fecha 31 de julio de 1992. 

                                                             
1 La unidad catastral 3932 en adelante U.C. N° 3932. 
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 A su vez, Ceferino Delgado Valencia adquirió el fundo rústico “La Dávila” el 23 de 

enero de 1953 de los Sres. Antonio y Lucas Bernal, hijos de Pascuala Valencia de 

Bernal.  

 Pascuala Valencia de Bernal, en su oportunidad adquirió el predio mediante Hijuela de 

Partición y Deslinde de fecha 01 de mayo de 1935, documento que en su oportunidad 

fuera refrendado por el agrimensor Dr. Sabino Gutiérrez Ballón en su condición de 

abogado y agrimensor civil. 

 Finalmente, la demandada María Asunta Cerpa Delgado cumple con señalar que con 

fecha 03 de julio de 2009 efectúa compraventa y transfiere en favor del codemandado 

Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado sus acciones y derechos sobre el predio materia litis 

con lo cual reconoce que éste último ostenta el 100% de la propiedad cuestionada. 

5. Afirman que es falso que en el proceso de reivindicación se haya determinado que ocupan 

la propiedad de forma indebida ya que al declararse improcedente la demanda ni siquiera se 

valoraron ninguna clase de peritajes ni se comprobó la ocupación indebida de la propiedad. 

6. Niegan a la vez los documentos probatorios ofrecidos por la demandante señalando lo 

siguiente: 

 Señalan no haber intervenido en la Conciliación Extrajudicial y que las 05 fotografías 

puestas a conocimiento en la demanda no han sido tomadas en su presencia. 

 Una promesa de venta donde no han intervenido en ningún momento.  

 Una supuesta compraventa donde tampoco participaron (del 18.01.1994 entre Amador 

Meza Paredes y esposa con Gustavo Adolfo Aquiles Meza Meza) 

 Un testimonio público, documento de rectificación de compraventa donde no han 

intervenido los demandados del 18.10.2005 (que rectifica el área de la compraventa 

efectuada en 1994 entre Amador Meza Paredes y esposa en favor de Gustavo Adolfo 

Aquiles Meza Meza; rectificación que va de 0.13 hectáreas a 0.1742 hectáreas) 

 Un testimonio de rectificación de compra venta donde no han intervenido los 

demandados que data del 06.06.2009 (que rectifica los linderos consignados en la 

compraventa del año 1994 entre Amador Meza Paredes y esposa en favor de Gustavo 

Adolfo Aquiles Meza Meza) 

 Un plano perimétrico y ubicación sin coordenadas UTM y sin aprobación de autoridad 

alguna, señalando que se han hecho de forma antojadiza para arrebatarles su derecho 

de propiedad, siendo dichos instrumentos inválidos e ineficaces. 

7. Los demandados aclaran y señalan que no se han apropiado de terrenos ajenos, sino que 

mantienen su única parcela “La Dávila” adquirida por herencia de Ceferino Delgado 

Valencia y que la propiedad del demandante corresponde a una hijuela de particiones de 

doña Pascuala Valencia de Talavera quien fue hermana de Pascuala Valencia de Bernal de 

donde proceden sus respectivas parcelas desde el 01 de mayo de 1935. Más aún si se observa 

que el área del predio rústico “La Dávila” se encuentra signado como la unidad catastral 

39312, la cual era menor al predio del demandante que estaba signado con la unidad catastral 

                                                             
2 La unidad catastral 3931 en adelante U.C. N° 3931. 
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39323; y, que las escrituras de compraventa y rectificación que ofrece el demandante habían 

sido elaboradas dolosamente para elevar el área de su terreno sin advertir que ambas parcelas 

pertenecían a dos hermanas y cada una detentaba la tenencia de su hijuela de partición y 

deslinde que data desde el 01 de mayo de 1935 y cada parcelita debería o debe de tener 1742 

m2.  

Fundamentos de derecho de la contestación de la demanda: 

 Código Procesal Civil: Artículos 410°, 411° y 412°. 

Medios probatorios de la contestación de la demanda: 

 Hijuela de partición y deslinde a nombre de Pascuala Valencia de Bernal, de fecha 01 de 

mayo de 1935; que acredita que su terreno debe tener 1742 m2 al igual que el de Pascuala 

Valencia de Talavera. 

 Escritura de compraventa del 23 de enero de 1953; que acredita que el causante de los 

demandados, Don Ceferino Delgado Valencia adquiere el predio materia litis. 

 Testamento otorgado por su causante Ceferino Delgado Valencia de fecha 31 de julio de 

1992; que acredita la obtención y origen del medio topo de tierra materia litis.  

 Escritura de compraventa del 03 de julio de 2009; que acredita que la demandada María 

Asunta Cerpa Delgado transfiere su propiedad a su hermano codemandado Cristóbal 

Sebastián Cerpa Delgado, respecto de la herencia que obtuvieran del predio por su causante 

Ceferino Delgado Valencia en su oportunidad y que se denomina ahora por escritura de 

aclaración Pueblo Tradicional Pampa de Camarones cuyo nombre previo era el de “Dávila 

1” signado como el Lt Nª 01 Mz C Zona B del distrito de Sachaca – Arequipa el que no 

cuenta con inscripción registral. 

 Copia de sentencia de vista- Resolución 101, de fecha 28 de mayo de 2010; que acredita la 

improcedencia de la demanda de Reivindicación interpuesta por el accionante ante el 

Juzgado de Hunter en el Expediente N° 2006-117. 

 Plano catastral de su predio rústico signado U.C. N° 3931; que acredita que el área de su 

predio rústico signado como Unidad Catastral Nº 3931 es de menor área que la parcela del 

demandante además de ser colindantes. 

 Plano catastral del predio rústico del demandante signado en el Ministerio de Agricultura 

con la U.C. N° 3932 (no señala lo que acredita, aunque se sobreentiende que pretende 

demostrarse que corresponde el predio del demandante a un predio distinto al de los 

demandados). 

                                                             
3 U.C. N° 3932 
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IDENTIFICACION Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURIDICOS DEL EXPEDIENTE 
 

Respecto a la demanda interpuesta: 

1. AVENDAÑO VALDEZ describe a la propiedad como el derecho real por excelencia, ya 

que la propiedad establece una relación directa entre el titular y el bien por lo que el 

propietario ejercita sus atributos sin la mediación de otra persona, siendo posible ejercitar el 

derecho de propiedad contra todos, siendo por ello necesario para oponer el derecho, probar 

la titularidad absoluta del derecho de propiedad (Avendaño Valdez, 2010). 

2. El presente caso versa sobre un proceso civil sobre mejor derecho de propiedad, lo cual es 

explicado claramente por la Corte Suprema al señalar que: “La acción sobre mejor derecho 

de propiedad tiene por objeto oponer este derecho real frente a un tercero que también alega 

ese mismo derecho sobre un mismo bien”. (Casación N" 2243-2015-Lima Este, 2017) 

3. En el caso del demandante se observa una deficiente forma de presentar la demanda de 

Mejor Derecho de Propiedad4 ya que se presenta de forma desordenada y poco clara (no se 

observa explicación clara de los hechos en los que se funda la demanda), limitándose a 

realizar afirmaciones que con dificultad pueden ser contrastados con los medios probatorios 

ofrecidos. AVENDAÑO ARANA señala la acción de mejor derecho de propiedad es una 

acción que tiene por objeto que el derecho de propiedad sea declarado frente al demandado, 

por lo que se diferencia de la acción reivindicatoria, ya que esta última tiene por objeto la 

restitución del bien al propietario y en la acción declarativa de propiedad esto no ocurre 

necesariamente (Avendaño Arana, 2012). La acreditación es relevante en extremo a decir 

de sendos pronunciamientos de la Corte Suprema al respecto cuando señalan que: “En el 

proceso sobre mejor derecho de propiedad, corresponde al órgano jurisdiccional determinar 

cuál de los derechos de propiedad es preferente, de allí que, si la parte demandante no 

acredita tener dicho derecho, su pretensión debe ser desestimada por infundada”. (Casación 

N" 192-2015-Lima, 2016) 

4. Esta situación se puede observar claramente ya que las afirmaciones del demandante indican 

que los codemandados ostentan una propiedad que no les corresponde, pero al observarse 

los medios probatorios adjuntos no señalan ni los hechos que acreditan ni la finalidad que 

tiene cada uno de ellos, lo cual no permite otorgar claridad al petitorio efectuado. Este hecho 

debió ser observado por la judicatura al calificar la admisión de la demanda. El artículo 424º 

del Código Procesal establece los requisitos de la demanda entre los que se detallan: (…) 5. 

El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo que se pide. 6. Los 

hechos en que se funde el petitorio, expuestos numeradamente en forma precisa, con orden 

y claridad. (…) 8. El monto del petitorio, salvo que no pudiera establecerse. Asimismo, al 

calificarse la demanda no se toma en cuenta que el demandante pretende tener mejor derecho 

de propiedad sobre un predio rústico que evidentemente tiene un valor económico, sin 

                                                             
4 “En los procesos destinados a determinar el Mejor Derecho de Propiedad, nos encontramos ante dos o más propietarios que 

acreditan derechos sobre un mismo bien, por lo que es tarea del órgano jurisdiccional establecer cuál de los propietarios detenta 

un derecho preferente y oponible al de los demás, lo que importa en el fondo es desconocer el derecho de propiedad de este 

último aunque haya sido válidamente adquirido en aras de dar solución al conflicto de intereses que se presenta; dicho de otro 

modo, dicha acción supone la existencia de dos derechos sobre un mismo bien, los mismos que se sustentan en títulos y 

documentos de los cuales solo uno determinará el mejor derecho por antigüedad, rango o inscripción registral”. (Casación N° 

1063-2017-Lambayeque, 2018). 
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embargo, declara en su demanda que el predio no es valorable (con la evidente intención de 

evitar el pago de tasas elevadas por ofrecimiento de pruebas y pagar la tasa mínima del 10% 

de 01 Unidad de Referencia Procesal).  

5. Sin perjuicio de lo mencionado anteriormente, se observa que la judicatura no admite de 

plano la demanda sino que la observó inicialmente declarándola inadmisible, siendo 

resaltante el hecho de que la judicatura habría considerado inicialmente no ser competente 

para conocer la demanda incoada en virtud al hecho que el predio materia litis se encontraría 

ubicado en un lugar donde la judicatura Civil de Arequipa no tendría competencia (la 

competencia real sería la del Módulo Básico de Justicia de Hunter). Este hecho al ser 

subsanado por el demandante, señala que la competencia en este caso es facultativa 

(depende de quién interpone la demanda) y como una de las partes domicilia en Arequipa, 

la demanda no puede declararse incompetente. El Artículo 24º del Código Procesal Civil 

señala que “Además del juez del domicilio del demandado, también es competente, a 

elección del demandante: 1. El juez del lugar en que se encuentre el bien o bienes tratándose 

de pretensiones sobre derechos reales. (…)” . 

Respecto a las Observaciones del Juzgado y la Admisión de la Demanda: 

6. Mediante Resolución Nº 01 de fecha 11 de mayo de 2011, la Judicatura resolvió declarar 

inadmisible la demanda interpuesta debido a que el predio, al ubicarse en el distrito de 

Sachaca, sería el Módulo Básico de Justicia de Hunter y no donde se ha demandado 

(incompetencia). Asimismo, no se encuentra legible el anexo 1-J; se advierte además la 

caducidad del DNI del demandante y solicita que se presente copia literal del inmueble; por 

lo que la judicatura otorgó TRES días para subsanar las omisiones advertidas (el análisis de 

esta resolución se verá en la parte respectiva del presente informe). 

7. Esta resolución generó un escrito de solicitud de ampliación de plazo por parte del 

demandante y la respuesta del Juzgado mediante Resolución Nº 02 de fecha 13 de junio de 

2011 otorgando DOS días adicionales para el cumplimiento respectivo bajo apercibimiento 

(se entiende declarar la improcedencia de la demanda). 

8. Con fecha 05 de julio de 2011, el demandante presenta escrito señalando lo siguiente: 

 Considera que el juzgado es quien debe conocer el proceso puesto que uno de los 

demandados domicilia en el Cercado de Arequipa y la competencia por la ubicación del 

predio es facultativa. 

 Cumple con adjuntar copia certificada emitida por el archivo central no siendo de su 

responsabilidad el estado en el que se presentan; adjunta copia del DNI vigente y 

adjunta copia literal del inmueble. 

9. Respecto a la demanda interpuesta, se debe tener presente que para admitirla es necesario 

que deba cumplir con los requisitos establecidos en los Artículos 424° y 425° del Código 

Procesal Civil. Asimismo, debe advertirse la concurrencia de los presupuestos procesales 

de competencia del juzgado, capacidad procesal del pretensor y requisitos esenciales de la 

demanda, condiciones de la acción e interés y legitimidad para obrar. Por tanto, 

correspondía que la demanda sea admitida a trámite en la vía del proceso de conocimiento, 

conforme lo establecido en el inciso 1 del Artículo 475° del Código Procesal Civil, 

conforme a la Resolución N° 03, de fecha 12 de julio de 2011. 
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10. Mediante Resolución Nº 03 de fecha 12 de julio de 2011 se resuelve admitir la demanda 

interpuesta, confiriendo traslado a los codemandados por el plazo de TREINTA DIAS para 

su contestación y teniéndose por ofrecidos los medios probatorios. 

Respecto a la Contestación de la Demanda: 

11. Con fecha 06 de setiembre de 2011, los codemandados Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado 

y María Asunta Cerpa Delgado contestan la demanda interpuesta. Es habitual que cuando 

se recibe una demanda se evalúe si existe la posibilidad de plantear otros medios de defensa 

además de la contestación de demanda (tachas, oposiciones, etc.). En el presente caso los 

codemandados no presentaron estos medios de defensa. 

12. La contestación se sustenta fundamentalmente en la secuencia documental que acredita la 

obtención del predio materia litis desde la dación del documento denominado “Hijuela de 

Partición” que data del 01 de mayo de 1935, donde se determina una porción de predio en 

favor de doña Pascuala Valencia de Bernal y otra en favor de Pascuala Valencia de 

Talavera (ambos de 1742 m2). Posteriormente, el 23 de enero de 1953, Don Ceferino 

Delgado Valencia adquiere por compraventa el predio de Pascuala Valencia de Bernal. 

Finalmente, mediante testamento de Ceferino Delgado Valencia del 31 de julio de 1992, 

los actuales codemandados adquieren la propiedad del inmueble materia litis.  

13. En todo caso, como hecho adicional de relevancia respecto a la contestación de la 

demanda, se señala que mediante Escritura de Compraventa del 03 de julio de 2009; la 

codemandada María Asunta Cerpa Delgado transfiere su propiedad a su hermano 

codemandado Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado, respecto de la herencia que obtuvieran 

del predio por su causante Ceferino Delgado Valencia en su oportunidad. 

Si bien es cierto no se observa una presentación del todo adecuada respecto a la forma 

ordenada como debió interponerse el escrito de contestación de la demanda, se observa 

cierta coherencia y claridad en sus fundamentos respecto al origen del predio materia litis. 

Determina a través de medios probatorios relevantes (como el caso de la Hijuela de 

Partición del 01 de mayo de 1935 entre otros) que ambas partes procesales tienen predios 

distintos con un origen común y no sobrepuestos uno con otro como podría erradamente 

dar a entender la demanda. RAMÍREZ CRUZ, indica que la exclusividad en la propiedad 

implica que un bien puede pertenecer a una y solo a una persona, por lo que, si el mismo 

bien ha sido transferido a dos o más personas, entonces necesariamente tendrán que 

dilucidar en un proceso quién es el verdadero y único dueño, sin embargo, en el presente 

caso, es el demandado el que se presenta afirmando que los predios de ambas partes son 

distintos (Ramirez Cruz, 2011). Complementariamente, BELTRÁN PACHECO sostiene 

que en el proceso de mejor derecho de propiedad se debe debatir quién es concebido como 

el titular del bien y no qué sucede con el acto jurídico celebrado, por tanto, es correcto 

sostener que el proceso de mejor derecho de propiedad es un medio de protección del 

derecho de propiedad, en el que se discute el conflicto de titularidades sobre el bien 

(Beltran Pacheco, 2009). 

Actuaciones Posteriores a la interposición de la demanda y su contestación: 

14. Con fecha 13 de setiembre de 2011, mediante Resolución Nº 04, la judicatura resuelve 

admitir la contestación de la demanda y tener por ofrecidos sus medios probatorios. 

15. Con fecha 30 de septiembre de 2011 el demandante presenta TACHA en contra del anexo 

1-C del escrito de contestación de la demanda, el cual consiste en la Hijuela de Partición 
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y deslinde de propiedad, uno a nombre de Pascuala Valencia de Bernal y el otro a nombre 

de Pascuala Valencia de Talavera de donde se desprenden las dos unidades inmobiliarias 

según la teoría del caso de los codemandados. 

16. Sustenta la tacha interpuesta en que supuestamente dicho documento fue presentado en el 

proceso previo de Reivindicación y que en dicho proceso fue presentado en copia simple. 

Considera que por ello no existe una matriz, por tanto, el documento es NULO y no puede 

ser considerado como medio probatorio, por lo que el demandado deberá exhibir en 

original, por lo que de no hacerlo se reserva el derecho de formular denuncia penal. 

17. Con fecha 04 de noviembre de 2011, el demandado responde la tacha señalando que debe 

proceder a multarse al demandante por temeridad procesal además de ser extemporánea su 

solicitud. 

18. Respecto a la Tacha interpuesta, el demandante afirma que el medio probatorio inserto en 

el anexo 1-C de la contestación de la demanda, es nulo. Este documento está referido a la 

Hijuela de partición que data del año 1935, el cual probaría justamente que los 

codemandados ostentarían la propiedad reclamada (conforme al tracto inmobiliario de 

particiones, compraventa y testamento concatenados unos con otros). Por ello para el 

demandante es un punto clave tratar de que dicho medio probatorio sea dejado sin efecto. 

Para ello interpone una tacha contra el documento por nulidad (ya que las tachas de 

documentos solamente se pueden cuestionar por nulidad documental o por falsedad 

documental). En este caso el demandante intenta deslizar la posibilidad de que se declare 

la nulidad del documento por haberse ofrecido en copia simple. Sin embargo, este 

planteamiento sería incorrecto en todo caso porque la nulidad sirve para cuestionar la 

formalidad de un documento mientras que la falsedad de un documento ataca su veracidad. 

No es por ello amparable que se cuestione en vía de tacha documental la prueba ofrecida 

por los demandados, ya que no es nulo el documento ni tampoco es falso. En este punto 

cabe hacer notar que un documento de esta naturaleza se admite como medio probatorio, 

sin embargo, no necesariamente sirve de sustento favorable en la medida que ello pasa por 

la valoración del magistrado (quien puede no considerar que merece ser tachado el 
documento, pero a la vez podría señalar la falta de convicción que le cause un documento 

en copia simple). Lo recomendable en estos casos es que quien ofrezca medios probatorios 

de tal importancia (copia de una escritura pública que es medular para la decisión final) se 

presenten en copias legalizadas notarialmente. Otra forma es ofrecer como medio 

probatorio la exhibición de documentos en la Audiencia de Pruebas, sin embargo, ello no 

es óbice para que el juez de oficio pueda ordenar la exhibición documental para el cotejo 

y validación respectivas. Citando el Artículo 194º del CPC modificado por la Ley 

30293:”.- “Pruebas de Oficio.- Excepcionalmente, cuando los medios probatorios 

ofrecidos por las partes sean insuficientes para causar convicción, el Juez de Primera o 

Segunda Instancia, ordenará la actuación de los medios probatorios adicionales y 

pertinentes que considere necesarios para formar convicción y resolver la controversia, 

siempre que la fuente de prueba haya sido citada para las partes en el proceso. Con esta 

actuación probatoria el Juez cuidará de no reemplazar a las partes en su carga probatoria, 

y deberá asegurarles el derecho de contradicción de las pruebas. La resolución que ordena 

las pruebas de oficio debe estar debidamente motivada, bajo sanción de nulidad, siendo 

esta resolución inimpugnable, siempre que se ajuste a los límites establecidos en este 

artículo (…).”  (Congreso de la República del Perú, 2014). Asimismo, lo señalado en la 

jurisprudencia especializada, se señala que, “Tratándose de un proceso judicial sobre mejor 

derecho de propiedad en el cual ambas partes alegan tener el mismo derecho real sobre un 
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mismo bien existe la obligación del juez de valorar los títulos ofrecidos, así como todos 

los medios probatorios aportados por las partes con el fin de establecer cual debe 

prevalecer. Asimismo, como director del proceso puede ejercitar las facultades previstas 

en el artículo 194º del Código Procesal Civil para lograr los fines del proceso previstos en 

el artículo III del Título Preliminar del mismo cuerpo normativo”. (Casación N° 1561-

2016-Lima Norte, 2017). Esta posibilidad que tiene el juez es facultativa, mas no 

obligatoria.  

19. Con fecha 03 de octubre de 2011, el demandado Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado 

solicita a la judicatura se le nombre sucesor procesal de la codemandada María Asunta 

Cerpa Delgado por cuanto esta le habría transferido la totalidad de sus acciones y derechos 

del predio materia litis por lo que no le corresponde continuar como parte del proceso. 

20. Mediante Resolución SEIS de fecha 07 de noviembre de 2011, se declara procedente la 

SUCESION PROCESAL solicitada por el demandado. Asimismo, se declara 

improcedente la imposición de multa solicitada por la parte demandada ya que solamente 

ejerció su legítimo derecho a la defensa e inadmisible su solicitud de absolución de tacha 

del demandado (al ser extemporánea dicha absolución, por lo que la tacha será evaluada 

posteriormente al resolverse la causa).  

21. Con fecha 29 de noviembre de 2011, el demandado Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado 

presenta escrito solicitando se declare infundada la tacha interpuesta por el accionante, 

señalando que: 

 El demandante formula tacha contra el documento de hijuela de particiones señalando 

que es una copia simple, cuando se observa que la misma es en copia legalizada. 

 Que el demandante no ha presentado ningún medio probatorio que permita tachar el 

documento cuestionado, además que solamente se puede tachar un documento por 

falsedad o nulidad formal, lo que no habría sido fundamentado por el demandante. 

22. Luego de esto, mediante Resolución N° 07, de fecha 06 de diciembre de 2011, se 

declaró la existencia de una relación jurídica procesal válida entre las partes, en 

consecuencia, por saneado el proceso. Sobre ello, se debe tener presente que para que 
se declare la existencia de una relación jurídica válida entre las partes, se hace necesario 

que en el presente proceso concurran los presupuestos procesales y las condiciones de 

la acción, lo que se verificaba aún más si no se habían deducido excepciones ni defensas 

previas que la afecten. En lo que respecta al saneamiento probatorio, el juzgado 

dispuso admitir los medios probatorios ofrecidos por el demandante; e, hizo lo mismo 

con los ofrecidos por las accionadas. 

23. Debe referir que con fecha 28 de junio de 2008, se publicó el Decreto Legislativo N° 

1070, que modificó el Artículo 468° del Código Procesal Civil, el mismo que establece 

que expedito el auto de saneamiento procesal, las partes dentro del tercer día de 

notificadas propondrán al juez por escrito los puntos controvertidos. Vencido dicho 

plazo, con o sin la propuesta de las partes, el juez procederá a fijar los puntos 

controvertidos y la declaración de admisión o rechazo, según sea el caso, de los medios 

probatorios ofrecidos. Sólo cuando la actuación de los medios probatorios admitidos lo 

requiera, el juez señalará día y hora para la realización de la audiencia de pruebas. 

24. Con fecha 21 de diciembre de 2011, el demandado procede con proponer sus puntos 

controvertidos señalando los siguientes: 
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 Establecer el origen de la parcela con la U.C. N° 3931 materia del proceso y su 

correspondiente área. 

 Establecer la validez o invalidez de la hijuela de particiones y deslinde otorgada 

por Doña Pascuala Valencia de Bernal el 01 de mayo de 1935, quien es hermana 

de Doña Pascuala Valencia de Talavera. 

 Comprobar que la parcela que correspondía a Doña Pascuala de Bernal es 

conducida por Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado en calidad de propietario 

exclusivo y la parte que correspondía a su hermana Pascuala Valencia de Talavera 

es conducida por el demandante Gustavo Adolfo Aquiles Meza Meza. 

 Establecer que la propiedad superficial de la parcela con la U.C. N° 3931 tiene 

mayor área que la indicada en la hijuela de partición y deslinde del 01 de mayo de 

1935 que debería tener 1742 metros cuadrados, equivalente a mil cuatrocientas 

noventa y cuatro varas cuadradas. 

 Determinar si el área del terreno de la parcela U.C. N° 3931, tiene más de mil 

setecientos metros cuadrados cuyo excedente correspondería a la otra parcela U.C. 

N° 3932 conducida por el demandante. 

25.  Con fecha 28 de diciembre de 2011, se expide la Resolución Nº 08 y conforme la 

fijación de puntos controvertidos propuestos se dispone que los autos pasen a despacho 

para resolver. 

26. Con fecha 04 de abril de 2012, se expide la Resolución Nº 09; la cual procedió en su 

considerando TERCERO la valoración de Admisión de Medios Probatorios, señalando 

lo siguiente: 

Respecto a los medios probatorios del demandante: 

 Rechazar la exhibición de documentos solicitada a tercero (PETT) al no 

precisarse el interés del solicitante ni el contenido de los mismos. 

 Respecto a diversas copias de resoluciones judiciales propuestas por el 

demandante, no se cumplió con precisar el número de expediente ni los 

Juzgados ante quienes se tramitaron, ni se ha explicado cuales son los hechos 

que se pretenden acreditar. 

 Respecto a la pericia que obra en el Expediente N° 2006-117 y al haberse 

ofrecido como medio probatorio, considera la judicatura ser innecesario su 

ofrecimiento. 

Respecto a los medios probatorios del demandado: 

 Se advierte que todos son documentales los cuales han sido presentados en 

original y copias legalizadas notarialmente.  

 El recibo de pago de arancel judicial no es medio probatorio por lo que se 

rechaza. 

 La copia de la sentencia en el Expediente N° 2006-117 ya ha sido presentada 

por el demandante. 
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Respecto a las Cuestiones Probatorias (tacha de documentos) la demandante ofrece 

como medio probatorio la exhibición del documento original (Anexo 1-C de la 

contestación de la demanda - Hijuela de Partición).  

Con lo cual en la parte resolutiva de la resolución se determinó: 

Fijar los siguientes puntos controvertidos: 

 Establecer si el predio rústico denominado “Las Tiras” ubicado en Pampa de 

Camarones, del distrito de Sachaca, se halla identificado con número de 

identidad catastral N°20615 o U.C. N° 3932 así como su respectiva área. 

 Establecer si los demandados también ostentan derechos de propiedad respecto 

al predio rústico denominado “Las Tiras”. 

 Establecer quien, entre las partes demandante y demandada, goza de preferencia 

en el derecho para ser reconocido como propietario del predio rústico 

denominado “Las Tiras”. 

 Establecer si corresponde efectuar desocupación del predio rústico denominado 

“Las Tiras” por parte de los demandados, por ser ilegitima su posesión. 

Acto seguido se admiten los medios probatorios de las partes procesales (aunque se 

observa que, en esta parte resolutiva, no se detalla el rechazo de medios probatorios 

expuestos en la parte considerativa de la Resolución). Se admite finalmente como 

medio probatorio de la tacha formulada por el demandante la exhibición original 

del documento denominado “Hijuela de Partición” del 01 de mayo de 1935 en la 

Audiencia de Pruebas respectiva.  

27.  Con fecha 11 de junio de 2012, el demandante solicita se sanee la resolución Nª 09 

debido a que en el considerando CUARTO de la misma se procede con rechazar 

diversos medios probatorios, pero en la parte resolutiva se admiten medios probatorios 

diversos sin detallar los que han sido rechazados por la judicatura. 

Respecto a la Audiencia de Pruebas: 

28. Con fecha 09 de julio de 2012 se lleva a cabo la Audiencia de Pruebas con la presencia 

de las partes procesales y sus abogados (a excepción de la codemandada María Asunta 

Cerpa Delgado). En dicha diligencia se determina lo siguiente: 

 Se procedió con el saneamiento solicitado por la parte demandante respecto a 

los medios probatorios rechazados en la Resolución Nº 9, lo cual generó la 

interposición del recurso de apelación del demandante (con cargo a sustentar 

por escrito posteriormente). 

 Se procedió con actuar la exhibición del documento original de la denominada 

“hijuela de partición” del 01 de mayo de 1935 presentada en copia legalizada 

en la contestación de la demanda. Se cumplió con dicha exhibición teniéndose 

por cumplida la actuación. 

 Se procedió con la revisión de medios probatorios documentales admitidos y se 

dispuso oficiar al Juzgado Civil de Hunter por el Expediente N° 2006-117 para 

su remisión. 
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 Las partes se reservaron el derecho de hacer ofrecer sus alegatos finales por 

escrito. 

29. Respecto a la admisión de medios probatorios en la Audiencia de Pruebas 

correspondiente, se observa que al demandante se le rechazan varias pruebas ofrecidas 

en su demanda, siendo las más relevantes la Exhibición de documentos del PETT al 

no precisar el interés del solicitante ni precisando el contenido que tendrían los 

mismos, además de las resoluciones judiciales del proceso previo que habrían seguido 

las mismas partes por Reivindicación (no expresa cuales son los hechos que pretende 

probar). En ambos casos la judicatura tendría razón, sobre todo con el último caso ya 

que las sentencias del proceso de Reivindicación solamente prueban que se dejó a 

salvo el derecho del demandante de hacer valer su acción de Mejor Derecho de 

Propiedad (en todo caso en dicha sede debió plantearse una pretensión acumulativa 

objetiva originaria subordinada, una de reivindicación subordinada a la de mejor 

derecho de propiedad para así no tener que volver a demandar como lo tuvo que hacer 

el demandante). Citando el Artículo 87º del CPC: Acumulación Objetiva Originaria. 

- “La acumulación objetiva originaria puede ser subordinada, alternativa o accesoria. 

Es subordinada cuando la pretensión queda sujeta a la eventualidad de que la 

propuesta como principal sea desestimada; (…)” (Ministerio de Justicia, 1993). 

Respecto a los Alegatos Finales: 

30. Con fecha 10 de julio de 2012, la parte demandada presenta su alegato final señalando 

lo siguiente: 

 Que está probado con la hijuela de partición del 01 de mayo de 1935 a favor de 

Doña Pascuala Valencia de Bernal el origen de la propiedad en favor de la parte 

demandada, ya que con la partición se determinaron dos predios distintos, 

siendo el otro el que tiene como origen el otorgado a Doña Pascuala Valencia 

de Talavera (ambos predios de 1742 m2) siendo el caso que físicamente el de la 

demandada es menor por 210 m2. 

 Que el 23 de enero de 1953, Pascuala Valencia de Bernal vendió a Ceferino 

Delgado Valencia el predio en cuestión mediante escritura pública. 

 Que antes de su fallecimiento, Ceferino Delgado Valencia dejo testamento en 

el año 1992 respecto al U.C. N° 3931 que corresponden al predio que ocupa el 

demandado actualmente y que tiene plena identidad con los Certificados PETT 

obrantes de autos. 

 Queda probado entonces que el demandado no conduce el predio denominado 

“Las Tiras” que es conducido por el demandante. 

 

De la apelación que desestima la Tacha propuesta por el demandante y actos 

posteriores: 

31. La parte demandante apela la resolución DOCE que integró la Resolución NUEVE 

que desestima diversos medios probatorios en la Audiencia de Pruebas 

complementaria. Se observa que los fundamentos de la apelación de auto son muy 

poco sólidos en cuanto a su contenido (la sustentación es escueta y limitada). Este 

punto es muy relevante para el resultado del proceso, ya que al haberse rechazado que 
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la autoridad respectiva presente el PETT inmobiliario, difícilmente se probará la 

ubicación real del predio materia litis y si existe realmente un mejor derecho de 

propiedad sobre un bien que no estaría plenamente identificado (ello se rechazó por 

no acreditar la finalidad y pertinencia de dicho documento). 

32. Mediante Resolución Nº13, la judicatura procede con conceder la apelación contra la 

Resolución Nº12 del 09 de julio de 2012, concediéndola sin efecto suspensivo y sin la 

calidad de diferida. Por otra parte, la judicatura dispone que la parte accionante tramite 

el oficio emitido por el juzgado para la remisión del Expediente N° 2006-117.  

Sentencia de Primera Instancia emitida por el Juzgado Civil: 

33. Es así que en su oportunidad el Cuarto Juzgado Civil emitió sentencia de primera 

instancia el 30 de septiembre de 2015 (Sentencia Nº 084-2015), con el que declaró 

INFUNDADA la demanda interpuesta por Gustavo Adolfo Aquiles Meza Meza en 

contra de Cristóbal Sebastián Cerpa Delgado y María Asunta Cerpa Delgado, sobre 

mejor derecho de propiedad sin costas ni costos del proceso. En esta primera Instancia 

la sentencia resuelve los puntos controvertidos fijados de la siguiente forma: 

 Establecer si el predio rústico Las Tiras, ubicado en Pampa de Camarones del 

distrito de Sachaca, se halla identificada con número de Unidad Catastral N° 20615 

o U.C. N° 3932, así como su respectiva área; en este punto lo más relevante es que 

se determina que el predio medio topo Las Tiras se encuentra registrado el 24 de 

febrero de 1994 como unidad catastral N° 20615 del Ministerio de Agricultura y 

actualmente en planos COFOPRI como Unidad Catastral U.C. Nº 3932, con un 

área actual de 0.1787 hectáreas.  

 Establecer si los demandados también ostentan derecho de propiedad respecto al 

predio rústico denominado Las Tiras; se considera que el demandado en realidad 

no ocupa la antigua Unidad Catastral N° 20615 actualmente U.C. Nº 3932, sino 

que ocupa la U.C. Nº 3931 denominado fundo “La Dávila” que no cuenta con 

inscripción registral con un área actual de 0.1577 hectáreas. 

 Establecer quien, entre las partes demandante y demandada, goza de preferencia en 

el derecho para ser reconocido propietario del predio rústico denominado Las Tiras; 

se determina que no es que existan más de un propietario sobre un mismo bien, 

sino ante bienes distintos (el demandante ocupa la U.C. Nº 3932 y el demandado 

la U.C. Nº 3931. 

 Establecer si corresponde efectuar desocupación del predio rústico denominado 

Las Tiras; al desestimarse la pretensión principal, la pretensión accesoria sigue la 

suerte de la principal y se desestima.  

 Respecto a los costos y costas procesales; se exonera el pago de costos y costas 

debido a que la judicatura considera que existían motivos atendibles para litigar. 

Apelación de sentencia interpuesta por la parte demandante: 

34. LEDESMA NARVAEZ explica que los medios de impugnación son correctivos que se 

invocan para eliminar vicios e irregularidades de los actos procesales, a fin de 

perfeccionar la búsqueda de la justicia. Estos medios no surgen por voluntad del juez, 

sino por obra exclusiva de las partes (Ledesma Narvaez, 2011). 
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35. COTRINA VARGAS al explicar el recurso de apelación refiere que en el ordenamiento 

procesal civil la apelación es regulada como un recurso y, por consiguiente, como un 

medio impugnatorio orientado a cuestionar resoluciones (autos y sentencias) y, dentro 

de esta es donde está situada la apelación diferida como una modalidad de apelación 

interpuesta contra autos no definitivos (Cotrina Vargas, 2014). 

36. En la apelación interpuesta por el demandante el 26 de octubre de 2015, 

fundamentalmente invoca la existencia de un proceso judicial previo de Reivindicación 

que pretende hacer valer en el analizado de Mejor Derecho de Propiedad alegando lo 

siguiente: 

 Sostuvo que la sentencia emitida contravenía el criterio establecido en la sentencia 

de vista de fecha 28 de mayo de 2010, en el proceso de reivindicación acompañado 

como prueba. 

 En el considerando segundo de la referida sentencia se estableció que no solo los 

demandantes habían acreditado tener título de propiedad del inmueble sublitis, sino 

que los demandados también demostraron que adquirieron la propiedad del 

inmueble en litigio. 

 Que, era propietario del terreno denominado medio topo las tiras y en su 

oportunidad tramitó un proceso de reivindicación en el que se estableció que el 

proceso idóneo para resolver la controversia era el mejor derecho de propiedad 

demandado. Por lo que no entendía por qué se dictó una sentencia contradictoria 

en cuenta a la emitida por la Sala. 

 Que, el principal error del juzgador era considerar que el demandante y el 

demandado tenían ambos cada uno su título independiente y que no existía ningún 

problema objeto de resolución.  

Manifestó que la sentencia emitida le causaba agravio al haberse emitido sin tener en 

cuenta el proceso de reivindicación ofrecido como prueba y que era el antecedente de 

dicho proceso, siendo que la emitida era totalmente contradictoria a la resolución final 

en el proceso de reivindicación, con lo que se estaría con la última sentencia resolviendo 
de manera inhibitoria después de 09 años de procesos y no se resolvería un conflicto de 

pretensiones por el que se recurrió al Poder Judicial perjudicando económica y 

jurídicamente al recurrente. 

37. Una de las problemáticas que se observan en la demanda es que mencionan en el 

numeral 18 que ofrecen como medio probatorio “Peritaje que obra en el expediente 

2006-117 sobre reivindicación seguido por el recurrente en contra de los demandados 

que acredita lo expuesto en el presente”. Este ofrecimiento se debió realizar de forma 

adecuada, es decir, solicitar SE OFICIE al juzgado respectivo a efectos de que procedan 

con la remisión de la pieza procesal respectiva para su valoración en el proceso judicial 

de “Mejor Derecho de Propiedad”. Asimismo, el demandante no ofrece la sentencia 

judicial de dicho proceso judicial, sólo el peritaje practicado, haciendo sólo mención 

que en dicho proceso de Reivindicación se determinó en la sentencia que debía 

ventilarse la litis en un proceso de Mejor Derecho de Propiedad y no de Reivindicación 

de Propiedad. 

38. Dice ACOSTA OLIVO “(…) el derecho a la prueba no solo tiene la función de permitir 

a las partes en litigio poder defenderse de las alegaciones de la contraparte, sino que 



17 

 

también les permite crear convicción en el juez sobre la veracidad de sus afirmaciones” 

(Acosta Olivo) 

39. Ahora bien, es de verse que la prueba aportada al proceso relacionada con el fenecido 

Expediente Nº 2006-117 de Reivindicación al que hace mención el demandante en la 

presente demanda de “Mejor Derecho de Propiedad”, son admitidas y actuadas en 

Audiencia de Pruebas por la judicatura civil, siendo remarcable la copia de la sentencia 

de Segunda Instancia de fecha 28 de mayo de 2010 (Causa Nº 5084-2009-0-0401-SP-

CI-02) emitida por la Segunda Sala Civil de Arequipa en el proceso de 

REIVINDICACION seguido por las mismas partes procesales. En dicho documento se 

aprecia lo expuesto por la Sala Civil quienes señalan lo siguiente:  

“QUINTO.- Siendo esto así, se tiene que: A) No sólo los demandantes han 

acreditado tener títulos de propiedad, de parte del inmueble sublitis, sino que 

los demandados demuestran que adquirieron la propiedad del inmueble en 

litigio; en consecuencia si uno o más títulos adolecen de alguna anomalía, son 

inválidos, anulables, falsos o nulos será materia de otro proceso donde se 

dilucidará el hecho y posteriormente recién procederá iniciar la reivindicación. 

B) El bien no se ha identificado plenamente, pues faltan pericias, pruebas o 

documentos que demuestren no solo la existencia de los bienes sino su 

ubicación, linderos, colindancias, medidas, etcétera, de manera inequívoca, ya 

que las diligencias actuadas con tal fin no han resultado concluyentes ni 

suficientes para demostrar el extremo de diferenciar tales predios; C) Resulta 

intrascendente para el proceso, valorar y determinar el hecho de que título de 

propiedad es más antiguo, pues en la reivindicación no se trata de comparar, 

precisar y decidir quién es el dueño más antiguo”. 

40. De la exposición hecha en la sentencia emitida y que puso fin al proceso judicial de 

Reivindicación que tuvieron a bien llevar las partes procesales en su oportunidad, se 

tiene que la judicatura NO VALORA medios probatorios periciales como erradamente 

desliza la parte demandante. Claramente hace mención a tres situaciones que fluyen de 

dicha sentencia: 

 Que las partes procesales, ambas ostentas supuestos títulos de propiedad respecto 

al bien sublitis, dando a entender que podría alguno de ellos ser inválido, anulable, 

falso o nulo. 

 Que el bien no ha sido identificado plenamente por no existir pericias, pruebas o 

documentos que acreditan tal identificación. 

 Que en un proceso de reivindicación no es idóneo para determinar quién tiene el 

mejor título de propiedad (en el supuesto que se determine y se identifique 

plenamente el bien como el mismo que detallan los títulos de cada uno de las partes 

en litigio) 

41. Se advierte que con Resolución N° 21, de fecha 28 de diciembre de 2015, el juzgado 

concedió al demandante el recurso de apelación con efecto suspensivo, disponiendo que 

los autos sean remitidos al Superior Jerárquico dentro del plazo de ley con la debida 

nota de atención. 

42. En atención al recurso de apelación, debo mencionar que este es un medio impugnatorio 

que busca alcanzar la revocación o nulidad de un auto o sentencia a cargo del Superior 
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en Grado, por adolecer de un vicio o error que causa perjuicio a una de las partes o 

tercero legitimado en el proceso. 

43. Mediante Resolución Nº 22 del 06 de mayo de 2016 se dispone el traslado del recurso 

de apelación a la parte demandada. 

44. Mediante Resolución Nº 23 del 30 de mayo de 2016 se señaló VISTA DE LA CAUSA 

para el 30 de junio de 2016. 

45. Con fecha 07 de junio de 2016, el demandante solicita se le conceda el uso de la palabra 

en la vista de la causa programada, siendo autorizado para tal fin mediante Resolución 

Nº 24 del 14 de junio de 2016. 

Sentencia de Segunda Instancia emitida por la Sala Superior Civil: 

46. De esta manera, mediante Resolución Nº 23 del 23 de agosto de 2016, la Segunda Sala 

Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa emitió sentencia de segunda instancia 

con el que REVOCÓ la sentencia apelada que declaró infundada la demanda; 

REFORMÁNDOLA, declaró FUNDADA la demanda de mejor derecho de propiedad, 

debiendo de realizarse en ejecución de sentencia las mediciones con el objeto de 

determinar la forma proporcional al área que correspondería a cada propietario y 

entregar el área que le correspondería al demandante. Los fundamentos de su decisorio 

fueron los siguientes: 

 Se acredita que el demandante cuenta con un predio que deriva de la propiedad 

original de quien fuera Doña Pascuala Valencia Talavera y su esposo, quienes 

transfieren la propiedad a Ildefonso Meza Pacheco, quien a su vez fue heredado 

por Amador Meza Paredes, quien con su cónyuge transfieren la propiedad en 

compraventa al demandante Gustavo Adolfo Aquiles Meza Meza. 

 Este predio cuenta con una incongruencia respecto a la extensión del predio, ya que 

el Proyecto Especial de Titulación de Tierras (PETT) signa el predio como U.C. Nº 

3932 con un área de 0.1787 ha. Y en el proceso judicial de Reivindicación el área 

es de 0.1659 ha.; por lo que, si bien está acreditada la adquisición del predio, no así 

las medidas precisas del mismo. 

 De la parte demandada, considera la sentencia que está acreditada la propiedad y 

posesión ya que se tiene que Doña Pascuala Valencia de Bernal y su esposo 

transfieren su parcela con una extensión de 1,742 m2 (terreno deslindado con el de 

Doña Pascuala Valencia de Talavera) a favor de Ceferino Delgado Valencia, y este 

predio fue adquirido a su vez por los codemandados Cristóbal Cerpa Delgado y 

María Asunta Cerpa Delgado (esta última transfiere al primero sus acciones y 

derechos).  

 Este predio cuenta con una incongruencia ya que el Proyecto Especial de Titulación 

de Tierras (PETT) signa el predio como U.C. Nº 3931 con un área de 0.1581 ha. y 

el COFOPRI ha determinado que el área es de 0.1577 ha.; y en el proceso de 

reivindicación se determina un área de 0.1683 ha. 

 En el presente caso, se determina que existen dos parcelas autónomas vecinas que 

tendrían que tener una extensión igual a 1,742 m2 cada una, es decir, en la 

actualidad deberían ostentar igual proporción (en mérito a la hijuela de partición 

que data del 01 de mayo de 1935). 
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 Conforme se desprende del peritaje efectuado en el proceso de reivindicación, el 

demandante posee un área de 0.1659 ha y la parte demandada un área de 0.1683 

ha, existiendo una diferencia entre ambos de 24m2, por lo tanto, la parte 

demandada ostenta 12m2 que no le corresponden, por lo que debe ser amparada la 

demanda de mejor derecho de propiedad respecto a la diferencia que concurre entre 

cada predio. En ejecución de sentencia se deberá realizar las mediciones para 

determinar la forma proporcional del área que le correspondería a cada propietario. 

Recurso de Casación interpuesto por la parte demandante: 

47. Ante ese escenario, el demandante con fecha 28 de setiembre de 2016 interpuso recurso 

de casación contra la sentencia de vista, alegando la causal de infracción del principio 

de congruencia y la infracción normativa del Artículo 139° numerales 3 y 5 de la 

Constitución Política del Estado. Fundamenta en lo siguiente:  

 Vulneración al principio de congruencia en razón a que dentro de las pruebas 

aportadas al proceso se encontraban la pericia que obra del Expediente N° 2006-

117 del proceso de Reivindicación, tomando en cuenta la Sala Civil las medidas de 

los inmuebles materia litis sin tomar en cuenta las conclusiones del perito de su 

dictamen ampliatorio proveído en la Resolución Nº 78 de dicho expediente judicial. 

 En el dictamen ampliatorio el perito señala un faltante de 82.55 m2 a favor del 

demandante y su ubicación por lo que no resulta congruente que la sala determine 

que el peritaje sólo es válido para las medidas de los inmuebles y no en cuanto al 

área faltante que es la base de la demanda. 

 Considera finalmente que el razonamiento jurídico de la Sala Civil es errado por 

cuanto las medidas de los inmuebles no tendrían necesariamente que ser iguales ya 

que desde la partición en 1935 han transcurrido más de 80 años y no se puede 

determinar si el inmueble del demandado perdió área durante el lapso de tiempo 

transcurrido. 

 Asimismo, se señala que la forma en la que se resuelve determinar las medidas de 

los inmuebles no forma parte de los puntos controvertidos fijados en su oportunidad 

lo cual también vulnera el principio de congruencia procesal. 

 

Recurso de Casación resuelto por la Sala de Derecho Constitucional y Social 

Permanente de la Corte Suprema: 

48. Mediante Resolución Nº 27 del 04 de octubre de 2016 se ordena elevar los actuados a 

la Corte Suprema de la República. 

49. De esta manera, con fecha 15 de mayo de 2018 la Sala de Derecho Constitucional y 

Social Permanente de la Corte Suprema emitió sentencia con el que declaró 

INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por el demandante, que revocó la 

sentencia apelada, en consecuencia, NO CASARON la citada sentencia de vista. Los 

fundamentos fueron los siguientes: 

 No se aprecia vulneración al principio de congruencia ya que lo que se aprecia de 

autos es una valoración conjunta de todas las pruebas aportadas, llevando al 

convencimiento a la Sala Superior que la demandante tiene mejor derecho de 



20 

 

propiedad que la parte demandada respecto a 12 m2. La Sala se ha pronunciado 

solamente respecto a los extremos apelados. 

 La valoración de las pruebas se efectúa en base al artículo 197º del Código Procesal 

Civil que señala que: “Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en 

forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución 

sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustentan 

su decisión” 

 La Sala Suprema señala en todo caso que el Juez se encuentra facultado a apreciar 

las pruebas de acuerdo a la sana crítica, sin que se encuentre obligado a calificarlas 

en el sentido que deseen las partes, puesto que ello implicaría limitar su facultad 

discrecional en materia probatoria.  

 Cabe destacar lo señalado por la jurisprudencia especializada al señalar que, “El 

debido proceso está calificado como un derecho humano o fundamental que asiste 

a toda persona por el solo hecho de serlo y que le faculta a solicitar del Estado un 

Juzgamiento imparcial y Justo ante un Juez responsable competente e 

independiente toda vez que el Estado no solamente está en el deber de proveer la 

prestación jurisdiccional a las partes del proceso o terceros legitimados, sino a 

proveerla con determinadas garantías mínimas que le aseguren tal juzgamiento 

imparcial y justo, en tanto que el debido proceso sustantivo no solo exige que la 

resolución sea razonable, sino esencialmente justa. Consecuentemente el derecho 

al debido proceso es un conjunto de garantías de las cuales gozan los justiciables, 

que incluyen la tutela jurisdiccional efectiva, la observancia de la jurisdicción y de 

la competencia predeterminada por Ley, la pluralidad de instancias, la motivación 

y la logicidad de las resoluciones, el respeto a los derechos procesales de las partes, 

tales como el derecho de acción, de contradicción entre otros (Derecho, proceso, 

garantías)”. (Casación N° 3777-2013-Junín, 2014) 

Es así que el presente proceso quedó ejecutoriado, atendiendo al último pronunciamiento 

emitido por la Corte Suprema. 
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POSICION FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS IDENTIFICADOS 

Respecto a la Sentencia de Primera Instancia: 

1. De los actuados se puede apreciar que el criterio adoptado por la judicatura 

fundamentalmente consideró un primer pronunciamiento respecto a la Tacha por 

nulidad de documento que en su oportunidad dedujera la parte demandante. Dicha tacha 

fue formulada contra un documento esencial para resolver el presente caso, que fue 

contra el Anexo 1.C de la demanda.  Dicho anexo estaba referido a la “Hijuela de 

Partición” del 01 de mayo de 1935. Este documento acredita el origen de la división de 

las parcelas de ambas partes procesales y deslinda el primer problema materia litis: Si 

es que los terrenos eran uno sólo y estaban superpuestos o eran dos independientes. 

2. Esta tacha considero que ha sido resuelta con corrección al ser desestimada, porque el 

argumento que esgrime el demandante para interponer la tacha por nulidad es que el 

documento no ha sido presentado en original, siendo el caso que los codemandados lo 

hicieron ofreciendo copias legalizadas de dicho documento. Esta situación se aclaró en 

la Audiencia de Pruebas cuando se actuó y exhibió el documento que sirvió de base 

para la legalización de la copia notarialmente y con ello se dio validez al mismo. 

3. En ese orden de ideas se debe entender que el documento que posee la parte demandada 

no es propiamente un original, ya que el mismo solamente lo posee en su acervo 

documentario el Notario Público y en caso de que este haya fallecido, normalmente 

dicho acervo pasa a administración de otro Notario Público por un período de tiempo 

adicional para finalmente obrar en el Archivo de la Nación, lugar donde las personas 

pueden acudir para obtener copias de dichos documentos de larga antigüedad. 

4. El análisis del tema que realiza la judicatura para desestimar la tacha es que a pesar de 

que el argumento del demandante es el de la falta de matriz documental, eso no es 

elemento suficiente para determinar la nulidad o invalidez de la copia certificada o 

legalizada, ya que la nulidad es la ausencia de formalidad que la ley tendría que haber 

prescrito bajo sanción de nulidad, lo cual no se presenta en este caso.  

5. Seguidamente, resolviendo los puntos controvertidos se determina básicamente lo 

siguiente: 

 Que existen dos predios distintos, uno signado como Unidad Catastral U.C. N° 

3932 de propiedad del demandante y otro predio cuya Unidad Catastral es el U.C. 

N° 3931. Este hecho es corroborado también por los planos efectuados por el 

PETT. 

  Que de las últimas mediciones efectuadas por COFOPRI se ha determinado que el 

predio del demandante mide 0.1787 has. y el de la parte demandada 0.1577 has. 

 Que el demandante cuenta con un predio denominado “Las Tiras” y la demandada 

otro denominada “La Dávila Uno”. 

 La judicatura considera que no se está frente a un caso de dos propietarios sobre un 

mismo bien sino ante bienes distintos y no acreditarse la superposición de áreas no 

corresponde declarar el mejor derecho de propiedad. 
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6. En ese orden de ideas, en apariencia el pronunciamiento de la judicatura tendría 

aparente lógica, sin embargo, no se tomó en cuenta el hecho fundamental que conforme 

al origen de ambos predios (que de forma indiscutible son dos distintos) no se aclaró 

cómo es posible que ambos deban tener una misma extensión (originalmente de 0.1742 

m2 desde el año 1935 conforme a la hijuela de partición) y que ahora existan diferencias 

en cuanto a las mediciones puestas a conocimiento. En teoría ambas parcelas deberían 

medir lo mismo. 

7. MEJORADA CHAUCA explica que cuando dos o más personas se atribuyen el 

dominio de un mismo bien y exhiben elementos que las hacen ver como aparentes 

titulares, corresponde determinar quién tiene el “mejor título, a través del proceso de 

mejor derecho de propiedad. En primera instancia se determina fundamentalmente que 

como los predios son distintos, el demandante no tiene razón en su petitorio, sin 

embargo, no se pronuncia por la aparente superposición de parte del terreno ajeno. 

(Mejorada Chauca, "Mejor derecho de propiedad" en la duplicidad de partidas, 2014). 

8. “En los procesos destinados a determinar el Mejor Derecho de Propiedad, nos 

encontramos ante dos o más propietarios que acreditan derechos sobre un mismo bien, 

por lo que es tarea del órgano jurisdiccional establecer cuál de los propietarios detenta 

un derecho preferente y oponible al de los demás, lo que importa en el fondo es 

desconocer el derecho de propiedad de este último aunque haya sido válidamente 

adquirido en aras de dar solución al conflicto de intereses que se presenta; dicho de otro 

modo, dicha acción supone la existencia de dos derechos sobre un mismo bien, los 

mismos que se sustentan en títulos y documentos de los cuales solo uno determinará el 

mejor derecho por antigüedad, rango o inscripción registral”. (Casación N° 1063-2017-

Lambayeque, 2018) 

 

Respecto a la sentencia de Segunda Instancia:  

9. La apelación del demandante se efectuó señalando fundamentalmente que la judicatura 

en primera instancia no habría tomado en cuenta los actuados del proceso previo que 

mantuvieron las mismas partes sobre Reivindicación (y cuya sentencia no emitió 

pronunciamiento sobre el fondo porque la vía idónea para tratar la situación materia 

litis era uno de “Mejor Derecho de Propiedad”), debiendo rescatarse de dicho proceso, 

la prueba pericial que determinó en sus conclusiones la existencia de una menor porción 

de terreno en detrimento de su propiedad. Dice VERAMENDI FLORES “La apelación 

es un recurso. Por el recurso de apelación el órgano jerárquicamente superior revisa los 

errores in iudicando, sean de hecho como de derecho, también los errores in procedendo 

relacionados con la formalidad de la resolución impugnada con la finalidad de 

anularlos, revocarlos o confirmarlos (…) “(Veramendi Flores). 

10. La sentencia de segunda instancia que viene en grado en mérito a la apelación 

interpuesta por el demandante, desarrolla un criterio que amplia lo expuesto en la 

apelada y justamente cuestiona que no se haya tomado en consideración que ambos 

predios deberían tener una coincidencia cuando menos en cuanto a las medidas de sus 

respectivos predios, toda vez los documentos originales donde se efectuó la partición 

hereditaria original del año 1935, probaría que ambas partes procesales debían contar 

con inmuebles de igual medida (teóricamente 0.1742 m2 cada uno). 
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11. Para decidir la controversia, la Sala Superior recoge las últimas medidas tomadas por 

el PETT, quien establece por un lado que el demandante contaba con un área de 0.1791, 

el COFOPRI le reconoce que son 0.1787 ha y por último el peritaje del proceso de 

reivindicación determinó que el predio contaba con 0.1659 ha.  

12. Para el caso del demandado, el PETT señala que posee un terreno de 0.1581 ha, el 

COFOPRI señala que en realidad son 0.1577 ha y el peritaje del proceso de 

Reivindicación determina un área de 0.1683 ha. 

13. La Sala Superior, aplicando una sentencia típicamente “salomónica”, concluye que 

ambas partes debían ostentar las mismas medidas proporcionales, por lo que toma como 

base las medidas del proceso judicial de reivindicación, tal como solicito el demandante 

y comprende que el demandado ostenta 24m2 más que el demandante, por lo que decide 

devolver al accionante 12 m2 en su favor para así resolver la controversia, sin embargo, 

subsiste la controversia no resuelta respecto a la contradicción existente entre el peritaje 

ampliatorio del primer proceso de reivindicación en el que el perito concluyo 

ampliatoriamente la existencia de una diferencia de 82.55 m2 en favor de la parte 

demandante. 

14. Ahora bien, es de notar que, no se habría tomado en cuenta que en la sentencia del 

proceso de reivindicación en su considerando QUINTO (detallado anteriormente) se 

habría determinado la ausencia de peritajes que esclarezcan la titularidad de predios 

siendo ello uno de los motivos por los cuales de alguna forma dicho peritaje podría 

entenderse tácitamente desestimado para el segundo proceso de Mejor Derecho de 

Propiedad (esto no es observado ni por las partes, ni las judicaturas)  

Respecto a la Resolución de Casación de la Corte Suprema: 

15.  La Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema, al resolver la causa, responde a 

las causales expuestas por el demandante señalando: 

 Respecto a la supuesta infracción normativa de los principios constitucionales del 

debido proceso, tutela jurisdiccional y motivación de las resoluciones judiciales; 

considera que no habría tal infracción puesto que la sentencia de vista si presenta 

una motivación suficiente o en todo caso un estándar mínimo de motivación puesto 

que: reconstruye lo sucedido mediante una línea de tiempo de los hechos; precisa el 

tracto sucesivo del predio que le pertenece tanto a la parte demandante como 

demandada. Asimismo, motiva sus fundamentos de derecho basados en los artículos 

923º y 927º del Código Civil y es para los magistrados coherente que los hechos 

descritos tienen consecuencias jurídicas aplicando las normas señaladas y es por ello, 

que todos los medios probatorios puestos a consideración han llevado al 

convencimiento a la Sala Superior que la parte demandante tiene mejor derecho de 

propiedad que la parte demandada respecto a 12 metros cuadrados que ostenta 

indebidamente la última.  

 Respecto a la supuesta infracción normativa por el principio de congruencia; en la 

medida que el accionante sostuvo que resultaba agraviante que la Sala Superior no 

haya tomado en cuenta la pericia que obraba en el expediente de reivindicación 

respecto a las conclusiones del perito en su dictamen ampliatorio en el cual se señaló 

que determinó supuestamente que el área faltante a favor del demandante era de 

82.55 m2 y no los 12 m2 que otorgó finalmente. La Sala Suprema desestimó este 

punto atendiendo a que la Sala Superior se encontraría limitada a pronunciarse en la 
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sentencia de vista respecto de los extremos precisados en el recurso de apelación 

(“tantum devolutum, quantum apellatum”, además que dicha sentencia se pronuncia 

sobre los elementos apelados: i) Mejor derecho de propiedad y ii) la entrega de la 

porción de terreno al que tiene mejor derecho de propiedad, los cuales han sido 

estimados. 

16.  Ahora bien, es de verse de las sentencias puestas a conocimiento que el punto 

relacionado con la diferencia de metrajes a favor del demandante por superposición de 

áreas de terreno podría tener un cuestionamiento razonable ya que no puede soslayarse 

el hecho de que un perito experto en su momento concluyó cuales eran los metrajes 

favorables al accionante. Ello ha sido resuelto de alguna forma al señalarse en la 

sentencia que “…en ejecución de sentencia deberán realizarse las mediciones con el 

objeto de determinar en forma proporcional al área que correspondería a cada 

propietario y entregar el área que correspondería al demandante”, con lo cual ya no 

existiría controversia respecto a la justeza de la decisión (aunque provisionalmente se 

entenderá que la diferencia aparente sea de 12 m2 a favor del demandante)  

17. La Corte Suprema ha señalado que: “En un proceso sobre Mejor Derecho de Propiedad 

ante la cadena de transmisiones o tracto sucesivo respecto del inmueble en controversia, 

cabe remontarse hasta el propietario primigenio, quien inscribió su derecho de 

propiedad sobre el predio matriz del que forma parte el que es objeto del proceso, 

inscripción que permitirá corroborar la prioridad en el tiempo de la inscripción y 

determinar la preferencia de los derechos que otorga el registro a favor de los 

administrados, pues constituye la primera inscripción de dominio del bien, a partir de 

la cual se han producido las sucesivas transmisiones del mismo”. (Casación N° 19628-

2016-Huaura, 2017) 

18. Como reflexión, podemos citar lo dicho por MONROY GALVEZ quien al analizar la 

forma en la que el juez llega al convencimiento para resolver un conflicto de intereses, 

nos lleva a la reflexión de que la lógica jurídica no ayuda a alcanzar la verdad y la 

certeza ya que es simplemente el medio para descartar científicamente aquellas 
conclusiones que carecen de coherencia y, a su vez, es el instrumento para llegar a 

pronunciar aquella decisión que, a través del uso adecuado de las técnicas de 

argumentación, ha sido escogida porque ha acrecentado la adhesión del usuario, 

convenciéndolo de su bondad  (Monroy Gálvez, 2009). 

19. “El debido proceso está calificado como un derecho humano o fundamental que asiste 

a toda persona por el solo hecho de serlo y que le faculta a solicitar del Estado un 

Juzgamiento imparcial y justo ante un Juez responsable competente e independiente 

toda vez que el Estado no solamente está en el deber de proveer la prestación 

jurisdiccional a las partes del proceso o terceros legitimados, sino a proveerla con 

determinadas garantías mínimas que le aseguren tal juzgamiento imparcial y justo, en 

tanto que el debido proceso sustantivo no solo exige que la resolución sea razonable, 

sino esencialmente justa. Consecuentemente el derecho al debido proceso es un 

conjunto de garantías de las cuales gozan los justiciables, que incluyen la tutela 

jurisdiccional efectiva, la observancia de la jurisdicción y de la competencia 

predeterminada por Ley, la pluralidad de instancias, la motivación y la logicidad de las 

resoluciones, el respeto a los derechos procesales de las partes, tales como el derecho 

de acción, de contradicción entre otros (Derecho, proceso, garantías)”. (Casación N° 

3777-2013-Junín, 2014) 
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20. “Una de las garantías que compone el derecho al debido proceso es la contenida en el 

inciso 5 del artículo 139º de la Constitución Política del Estado, que preceptúa que toda 

resolución que emita una instancia judicial, debe estar debidamente motivada, esto es, 

que deberá contener: a) Fundamentación jurídica; b) Congruencia entre lo pedido y lo 

resuelto; y c) Suficiente justificación de la decisión adoptada, aún si ésta es breve o 

concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión”. (Casación N° 1451-

2016-Callao, 2017) 
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CONCLUSIONES 
 

En este extremo, me permito señalar las siguientes conclusiones advertidas del análisis del 

expediente en cuestión: 

1. La elaboración de la demanda puesta a conocimiento presenta deficiencias técnico 

jurídicas notorias que generaron que el demandante no ofrezca ni permita propiciar un 

convencimiento en los juzgadores respecto a sus fundamentos de hecho. La mayor 

incidencia en su demanda debía sustentarse en los medios probatorios (sobretodo 

resaltar las conclusiones de la pericia ampliatorio del primer proceso judicial de 

Reivindicación que le favorecía, sin embargo, divagó al iniciar su demanda y no fue 

enfático en ello. La judicatura tampoco le exigió al demandante la acreditación y 

finalidad que perseguía cada medio probatorio inserto en la demanda. Por técnica 

jurídica, cada medio probatorio debe explicar en la demanda que se busca probar o en 

todo caso explicar lo que se busca demostrar. Ello ayuda a ordenar lo que se solicita en 

una demanda y establece los elementos probatorios que demuestran la existencia del 

derecho. 

2. La aplicación excesiva del principio de Iura Novit Curia (juez y derecho) muchas veces 

traslada el deber que tiene todo abogado de interponer adecuadamente una demanda y 

eventualmente su contestación a la adopción de medidas correctivas por parte de los 

propios magistrados, por cuanto a pesar de que exista indebida motivación jurídica, el 

juez puede permitirse encausar la demanda de forma adecuada al derecho atendiendo 

este principio de Iura Novit Curia. En este caso, considero que las observaciones a la 

demanda incoada debieron ser más estrictas por parte de la judicatura de primera 

instancia. 

3. Atendiendo el tema de fondo, es indudable que se acredito fehacientemente durante el 

tracto procesal la existencia de dos predios distintos uno colindante al otro y que 

devenían de propietarios previos de larga data. Se determinó además que cada 

propietario debía contar con una porción de terreno idéntica (dada la naturaleza de las 

transferencias efectuadas décadas atrás) por lo que solamente cabía determinar si ambos 

predios en la realidad cuentan con el mismo metraje o si a causa de diversos motivos, 

el metraje del terreno había variado en favor de uno o de otro propietario. Tal como 

establece la jurisprudencia especializada: “La declaración de mejor derecho de 

propiedad es discutida en vista de la necesidad de establecer la prioridad y preferencia 

de los derechos en conflicto”. (Casación N° 2901-2014-Lima, 2015).  

4. La sentencia de la Sala Superior debió hacer mayor énfasis explicativo respecto de los 

motivos por los cuales no se valoró favorablemente las conclusiones que le otorgaban 

el 82.55 m2 de terreno a favor del demandante (conforme al peritaje ampliatorio del 

proceso judicial de reivindicación), ello para que no quepa duda respecto a los motivos 

por los cuales se determina dicha situación que no acoge dicho documento. 

5. El accionante no motiva adecuadamente en su escrito de apelación la ausencia de 

valoración de este medio probatorio (conclusiones de peritaje ampliatorio del primer 

proceso de Reivindicación), trasladando nuevamente a los magistrados el deber de 

encausar una explicación adecuada que debió partir del propio abogado del 

demandante. 
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6. Resulta criticable que, tanto la sentencia de la Sala Superior como de la Sala Suprema, 

por un extremo señalen y determinen con seguridad absoluta que la diferencia de 

metrajes en favor del demandante sea de 12m2 y por otro lado se señale que esto se 

determinará en ejecución de sentencia con la medición de ambos predios, por lo que lo 

correcto debió ser ordenar la medición de predios para establecer cualquier diferencia 

sin calificar un metraje provisional que podría diferir al materializarse la medición 

ordenada.  

7. A pesar de las deficiencias técnico jurídicas valoradas al analizar el expediente y a las 

observaciones efectuadas a la labor jurisdiccional, cabe mencionar que la decisión final 

se ajustó a los valores de equidad y justicia que persigue como finalidad máxima el 

Derecho, puesto que materialmente se determinará con precisión la justa medida de los 

terrenos que a cada litigante le corresponde ostentar. Ello puede ser contemplado desde 

la óptica expuesta por PEYRANO quien reflexiona y concluye que “(…) De lo que se 

trata es simplemente de reconocer que el buen Juez no puede cerrar los ojos ante la 

realidad circundante, y que -por ende- no puede ni debe ser insensible ante las 

consecuencias prácticas de su tarea jurisdiccional” (Peyrano, 1993). Por lo que 

podemos concluir que la forma en la que concluye el proceso, a pesar de algunas 

deficiencias procesales a lo largo del mismo, tiene congruencia y motivación en su 

desenlace final. 

8. Y a decir de las experiencias jurisprudenciales, el análisis jurídico valorativo del 

magistrado debe mantener una coherencia que otorgue validez a su decisorio. Pudiendo 

tomar en cuenta lo dicho por la Corte Suprema: “La determinación del mejor derecho 

de propiedad no debe limitarse al análisis de la antigüedad de las inscripciones de los 

supuestos propietarios oponentes, sino que esta debe abarcar un análisis de la validez y 

eficacia de los títulos, puesto que una preferencia basada únicamente en la anticipación 

temporal de la inscripción resulta vacía de justicia, y podría convalidar actos contrarios 

al ordenamiento jurídico”. (Casación N° 3142-2017-Lambayeque, 2018) 
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